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DISCURSO DEL PRESIDENTE D. ALEJANDRO ECHEVARRIA 
 
 
 
Querida Vicepresidenta, queridos amigos: 
 
Mis primeras palabras tienen que ser de agradecimiento por vuestra presencia otra vez en 
esta cita anual ya clásica que repasa el sector audiovisual español. 
 
En  esta ocasión, además de resumir sucintamente lo que han dicho en la Jornada los 
ponentes, me parece necesario repasar la acción del Gobierno en el sector en los cuatro 
años de una Legislatura que vive sus últimas semanas. 
Si leemos el Programa electoral del Partido Socialista Obrero Español, organización 
política que sostiene al Gobierno con apoyo externo de algunas minorías, podemos 
constatar en el apartado “III. Información Libre y Plural, y Transparencia de la Vida 
Pública”, que el PSOE se comprometió en sus páginas 37 y siguientes a realizar un 
ambicioso plan de regeneración de los medios de comunicación públicos para garantizar 
su independencia de cualquier Gobierno y el pluralismo y la diversidad de opiniones. Así, 
se obligó a aprobar una Ley Audiovisual que regule de forma integral la Industria 
Audiovisual y que garantice el pluralismo en el sector; a la Aprobación de un Plan Digital 
que ordene el tránsito racional a la Tecnología Digital; a la Creación del Consejo Superior 
de Medios Audiovisuales, y a la Conversión del Estatuto de la Radio y la Televisión en el 
Estatuto del Servicio Público de Radio y Televisión, con la elección del director general de 
RTVE por una mayoría cualificada del Congreso de los Diputados, y la Aprobación por 
Ley de un Sistema de Financiación estable y suficiente para RTVE, cuya principal fuente 
de financiación –y subrayo la palabra principal- vendrá determinada por los Presupuestos 
Generales del Estado a través de un contrato programa. La publicidad en TVE -termina 
diciendo- se reducirá durante el periodo de liquidación de la deuda hasta alcanzar siete 
minutos de media a la hora, y se suprimirán los cortes publicitarios en programas de TVE 
2 como los cinematográficos o cualesquiera otros en los que las interrupciones desvirtúen 
su contenido. Esta medida se aplicara paulatinamente a TVE 1 y a los nuevos canales 
que TVE pueda crear. 
 
Sin ninguna duda, el Programa Electoral del PSOE en este campo era el más ambicioso y 
decidido de todos, y si lo hizo para cumplirlo y llevar la contraria a lo que sentenció Tierno 
Galván (Los programas electorales se hacen para no cumplirlos), a este Gobierno y al 
partido que le sostiene hay que recordarle que, hasta este instante, ha hecho una parte de 
lo que prometió, se ha dejado otra, quizás por servidumbres no previstas con quienes le 
sostienen en el Parlamento; de algunas medidas se ha desviado en exceso y debería 
corregir, y otras las tenía ocultas o las decidió después. En su conjunto, UTECA considera 
que para el sector privado el resultado es insuficiente, aunque, como estamos obligados a  



 
 
 
abrir una puerta a la esperanza, confiamos y deseamos cambiar cuanto antes este 
diagnóstico. 
 
Permítanme un repaso a los asuntos que se han solucionado positivamente, a los que 
están dolorosamente torcidos; a esos otros pendientes y que requieren un definitivo 
encaje en la próxima Legislatura, y a los que no figuraban en el compromiso público. 
 
Este Gobierno ha reducido de 11 a 3 días la obligación de hacer pública la programación 
de las televisiones, acabando con una norma demagógica y decimonónica más propia de 
la máquina de vapor que de la era digital. Ha impulsado la TDT para su implantación 
definitiva en el 2010, adjudicando a las seis televisiones privadas nacionales un múltiplex 
digital completo para cada una tras el apagón analógico, y varios canales antes de ese 
momento, pero se ha mostrado corto con los fondos públicos destinados a tal fin, y ha 
impuesto a esas mismas televisiones unas condiciones durísimas de contenidos y 
cobertura de señal que no tienen parangón en Europa y sobre las que esperamos que 
reflexione y modifique en la próxima Legislatura. ¿Por qué España tiene que ser el único 
país de la Unión Europea en el que prácticamente se imponga un servicio universal de 
TDT a las televisiones privadas, hasta alcanzar el 96%?, cuando a las de Italia, Alemania, 
Suecia y Holanda, por citar solo cuatro países, no se les fija ninguna obligación de 
cobertura y la centralista Francia lo fija en el 85%. ¿Por qué la construcción de esta red de 
transporte y difusión tiene que hacerse, básicamente, a expensas de las televisiones 
nacionales? 
 
En esta línea de palo y zanahoria, la nueva Ley del Cine, actualmente en tramitación en 
las Cortes Generales por el procedimiento de urgencia, sorprendió a las televisiones 
privadas el Día de los Santos Inocentes. En el Borrador de Anteproyecto se obligaba a las 
televisiones, entre otras menudencias, a aumentar hasta el 6% de los ingresos brutos de 
cada una el 5% actual de coeficiente de inversión obligatoria en cine. Gracias al buen 
hacer de la Vicepresidenta y después de una desagradable polémica con la Ministra de 
Cultura, se alcanzó un acuerdo satisfactorio para ambas partes consistente en respetar el 
statu quo hasta que el Tribunal Supremo falle el recurso contencioso administrativo 
instado por UTECA contra la obligación de invertir en cine. Statu quo que aún confiamos 
que se restablezca en el tramite parlamentario que queda porque, a juicio de UTECA, 
algunos artículos lo alteran y fundamentalmente aquellos que modifican la vigente 
definición de productor independiente y las condiciones de inversión de ese 5%. Mientras 
tengamos que invertir por obligación no es justo que se nos excluya de las ayudas 
previstas para el cine español por la Agencia Estatal de la Cinematografía y las Artes 
Audiovisuales. Vicepresidenta, sabemos que esta ley, como las demás, tiene que ser 
justa y distribuir por igual cargas y soluciones. ¿No es suficiente carga el que un sector 
privado tenga que invertir por obligación en otro sector privado? ¿Acaso Tele 5, productor 
principal de El Orfanato, por citar el último éxito internacional y nacional de una película 
española de una productora dependiente de una televisión, no merece las mismas ayudas 
oficiales que tienen los llamados productores dependientes de las subvenciones que 
coproducen en una mínima parte esta misma película? ¿Pero en qué quedamos: lo 
importante es el cine español, sus películas y su industria, u otros intereses?  
 
 



 
 
 
Dentro del Ministerio de Cultura y gracias también a vuestra decidida actuación, se aprobó 
la Ley 23/2006, de 7 de julio, por la que se modifica el texto refundido de la Ley de 
Propiedad Intelectual, y habilitó al Gobierno para regular la inoperante Comisión 
Mediadora y Arbitral de la Propiedad Intelectual, de tal forma que pase a denominarse 
Comisión de Propiedad Intelectual y tenga, “entre otras funciones, las de arbitraje, 
mediación, fijación de cantidades sustitutorias de tarifas y resolución de conflictos en los 
que sean parte las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual entre sí, o 
entre alguna o algunas de ellas y una o varias asociaciones de usuarios o entidades de 
radiodifusión”. Fruto de esta habilitación es un Real Decreto consensuado con varias 
partes pero pendiente aún de su remisión al Consejo de Estado porque una determinada 
entidad de gestión, al parecer con mucho poder de persuasión, se opone al ejercicio de la 
función decisoria de la Comisión para los derechos de simple remuneración, que son los 
únicos que se contemplan porque no incluye los exclusivos. Pues bien, sin esta función y 
la redacción que tiene ese punto, la Comisión no servirá para nada porque el ejercicio de 
la función decisoria es la clave del arco del edificio. ¿Por qué se tiene miedo a que un 
grupo de personas solventes e independientes pueda decidir el precio del uso de un 
repertorio cuando el consumidor considera que hay abuso del que lo explota en régimen 
de monopolio, si además esa decisión se puede recurrir al juez? 
La modificación o paralización del Real Decreto será un grave incumplimiento del 
Gobierno y una profunda decepción para las televisiones nacionales. 
 
Una vieja e histórica reclamación de las televisiones privadas, la reducción de publicidad 
en la televisión pública, ha empezado su andadura en la estatal y es de justicia reconocer, 
como ya lo hizo UTECA en un comunicado, que la reducción de publicidad en TVE es un 
hecho histórico en el sector de indudable trascendencia y que hasta ahora ningún 
Gobierno había acometido. Pues bien, gracias a la nueva Ley de la radio y la televisión de 
titularidad estatal, TVE ha dejado de ser una televisión del Gobierno de turno, tendrá 
obligaciones de servicio público que la justifiquen, se la prohíbe cerrar los ejercicios 
económicos con déficit, y se la obliga por ley a emitir menos publicidad que las privadas. 
Ahora, y ya que la ley no lo tasó –como había pedido UTECA-, la discusión está en fijar 
ese límite y el ritmo de la reducción. A nuestro juicio, para que se produzca una 
transferencia efectiva de recursos publicitarios del sector público estatal al privado hay 
que partir de una reducción mínima de tres minutos, estableciendo en 9 minutos por hora 
natural para el total día el tiempo máximo de publicidad en las cadenas de TVE en el 
2008. Este es el tiempo que debe figurar, querida Vicepresidenta, en la Disposición 
Adicional Quincuagésima del Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2008, actualmente en tramitación en las Cortes Generales porque la cantidad 
económica resultante de esa reducción, avalada por Sofres, el instituto de medición más 
importante de España, es la que, por un camino equivocado, dice TVE que se obtiene 
pasando únicamente de 12 a 11 minutos. Por tanto, hay acuerdo en una cierta cantidad, 
aunque no en el procedimiento. Y en este caso lo importante es el procedimiento. 
Partiendo, pues, de estos 9 minutos, se debe llegar a 7 al final del primer Contrato-
Programa entre TVE y el Gobierno, o llegar a esa cifra el último año de la liquidación de la 
deuda acumulada (7.200 millones), como estableció el PSOE en su programa electoral. 
 
 
 



 
 
 
La negativa a bajar a 9 minutos y que TVE recaude 71 millones menos de euros por 
publicidad en 2008 deja inacabada una de las columnas del edificio que han construido 
para reformar la radio y televisión pública estatal. ¿De qué sirve haber garantizado la 
independencia de RTVE de cualquier Gobierno y el pluralismo y la diversidad de 
opiniones?, ¿de qué sirve haber hecho la reestructuración laboral, uno de los mayores 
esfuerzos económicos realizados en España con cargo a fondos públicos?, ¿de que sirve 
haber puesto coto a la generación anual de deuda y haberse hecho cargo el Estado, 
todos nosotros, de la gigantesca deuda acumulada, si ahora RTVE no se ajusta en sus 
gastos a su nuevo tamaño y no se la limitan importantemente desde el próximo 1 de 
enero los ingresos por publicidad, en línea con lo que es obligatorio en los demás países 
de la Unión Europea?. Esperamos más del Gobierno en este capítulo porque con ser 
mucho lo hecho, la obra está inacabada y cojea.  
 
Mientras no se quiera reconocer que la televisión pública tiene que financiarse con 
recursos públicos; mientras sus gestores, sus consejeros y la clase política no den este 
paso y sigan amparando que las televisiones públicas accedan sin cortapisas al mercado 
publicitario, estarán poniendo en peligro la televisión privada gratuita y otros medios de 
comunicación privados, y con ello la calidad de la democracia porque en modo alguno los 
medios de comunicación públicos pueden competir con los privados en su talón de 
Aquiles: el mercado de la publicidad. Su único alimento en el concierto de la pluralidad y 
de la libertad de prensa.  
 
Dentro de los hechos más o menos próximos, UTECA espera una solución positiva y de 
consenso entre todas las partes para la TDT de movilidad. En este sentido, UTECA ha 
recordado que la TDT de movilidad es un servicio de televisión y no de telecomunicación. 
Por ello y con la finalidad de garantizar su más rápido y eficaz lanzamiento comercial, 
respetando siempre el principio de neutralidad tecnológica expresamente recogido en el 
artículo 3f) de la Ley General de Telecomunicaciones, UTECA considera que se debe 
prever la adjudicación ex lege de una licencia a cada uno de los operadores de televisión 
digital de ámbito nacional, público y privados -siete en total-, asegurando que se mantiene 
el acceso a los servicios de esos operadores por parte de los usuarios ante una nueva 
forma de TDT que contará, al menos y en un principio, con 20 canales nacionales, trece 
de los cuales se deben sacar a concurso para aumentar la oferta y la competencia, 
valores que siempre ha defendido este Gobierno. 
Esta reivindicación viene avalada por la experiencia más reciente, que demuestra que la 
participación de las televisiones asociadas en UTECA en la prestación del servicio de 
difusión televisiva con nuevas tecnologías es (tras el fracaso de otras iniciativas como 
Quiero TV) el medio más útil para favorecer su desarrollo y la creación de contenidos. 
Cualquier medida que pase por separar la tradicional vinculación entre el título habilitante 
del servicio de difusión y el título habilitante del uso del dominio público radioeléctrico, o 
por adjudicar este nuevo medio de difusión de televisión a un único operador que, 
además, carezca de experiencia en televisión, restringirá la competencia y retrasará, 
cuando no hará fracasar, el éxito comercial de estos nuevos servicios audiovisuales 
avanzados. 
 
 
 



 
 
 
Como consecuencia de los equilibrios parlamentarios, el Gobierno decidió dejar para la 
próxima Legislatura la Ley General Audiovisual y la Ley del Consejo Estatal de los Medios 
Audiovisuales. Fue una sabia decisión porque, aunque terminaron estando ampliamente 
consensuadas con el sector, después de unos inicios preocupantes que mi antecesor en 
el cargo, José Manuel Lara, te indicó en este mismo lugar hace ahora un año, las 
previsibles exigencias maximalistas en las Cortes Generales de varios partidos 
nacionalistas y de algunas asociaciones harían inviable la televisión privada comercial en 
abierto y, consecuentemente, su aceptación por parte de las televisiones miembros de 
UTECA. Debe ser en la próxima Legislatura, con un pacto entre los dos partidos 
mayoritarios, cuando se tramiten estos proyectos de ley, uno de los cuales, la Ley 
General, debe incluir ya y desde el principio la nueva Directiva comunitaria de Servicios 
Audiovisuales, a punto de aprobarse y promulgarse por Bruselas. Directiva que será el 
armazón de la Ley y sobre la que el Gobierno debe hilar fino y optar por las opciones más 
favorables para la libre competencia. 
 
Y dejo para el final y ya termino, la apertura de Canal Plus, la actual Cuatro, y la 
concesión de una nueva licencia nacional para operar televisión analógica y digital, 
ganada en concurso por LaSexta, los dos miembros de UTECA.  Ambas decisiones no 
figuraban en el programa oficial del PSOE o estaban en el oculto, pero fuera como fuera, 
son una realidad, están luchando por ser competitivas y rentables y han incrementando 
más la competencia y la pluralidad. Pero es la existencia de ambas, que han hecho que el 
sector pasase de dos televisiones nacionales comerciales analógicas en abierto a cuatro, 
en solo algo más de tres años, y a seis cuando todas seamos solo digitales, lo que nos da 
fuerza moral para insistir al Gobierno en que construya de verdad un modelo audiovisual 
en el que ninguna televisión pública dependa del gobierno de turno, tenga obligaciones de 
servicio público y se financie básicamente con recursos públicos. Y que el privado, 
merced a esa ley compendiadora que debe ser la próxima Ley General, pueda competir 
lealmente en un marco jurídico claro, seguro y adaptable a los rápidos, profundos y 
continuos cambios tecnológicos. 
 
Hasta aquí mis palabras. Sin embargo y como he dicho al principio, aún hay tiempo para 
la esperanza y, consecuentemente, para que modifiquemos nuestra opinión, que no 
nuestro afecto, que siempre será intenso y permanente, querida Vicepresidenta. 
 
Ahora, como ya es costumbre, procedo a resumir a la Vicepresidenta lo más sobresaliente 
de lo que se ha dicho en la Jornada. 
 
En la presentación del Libro La Televisión en España; Informe 2007, Alfonso Sánchez-
Tabernero, Director Académico del Centro Internacional de las Empresas de 
Comunicación, ha subrayado que esta publicación, de la que te hemos entregado un 
ejemplar constata la influencia de la televisión en la sociedad y por tanto la 
responsabilidad que tiene.  Y recoge las tendencias que se han establecido: satisfacer al 
espectador con una televisión casi a la carta, proteger las marcas publicitarias y potenciar 
la calidad de los equipos humanos pues la competencia se produce en un mercado de 
talentos. 
 
 



 
 
 
 
Luis Jiménez, socio de Deloitte y responsable de la industria de Medios de Comunicación 
en España y Europa, autor del Informe Económico 2007 sobre la Televisión Privada y del 
primer Informe sobre el coste de la televisión pública en España, de los que también te 
hemos entregado un ejemplar por su indudable importancia y trascendencia, ha dicho que 
la televisión pública tuvo unas pérdidas de 997 millones de euros en 2006, y que la 
televisión pública española es la más cara de Europa, con un coste por hogar e 202 
euros, frente a 192 de Alemania, 165 del Reino Unido, 154 de Italia y 137 de Francia. 
Además de que tanto el coste por punto de audiencia como el coste por hogar es superior 
y destacó que la televisión privada, que facturó 3.500 millones de euros, ha sufrido una 
fragmentación de la audiencia por la aparición de Canal 4 y La Sexta. 
 
Andrés Tejero, Consejero Delegado de Veo tv y miembro de Impulsa TDT, ha expuesto 
en su ponencia Televisión Digital Terrestre: el estado de la cuestión a tres años del 
encendido, las cifras de la verdad, al menos de nuestra verdad. Así, ha manifestado que 
existe la necesidad de establecer una planificación de frecuencias, hay que conseguir un 
grado óptimo de penetración de la TDT y ha recordado la petición de financiación para el 
coste que conlleva superar un 90% de cobertura. Además ha reclamado una prueba piloto 
lo antes posible.  
 
Eladio Gutierrez, responsable de TDT en TVE y miembro también de la Junta Directiva de 
Impulsa, ha desarrollado una interesante ponencia sobre la TDT de movilidad, en la que 
ha definido este modelo televisivo como el que ofrece el mismo contenido en vivo para 
todos los espectadores y  ha destacado el estándar DVB-H como el idóneo tanto para 
terminales tradicionales como telefónicos u otros soportes electrónicos. 
 
Y por último José Miguel Contreras, Consejero Delegado de la Sexta, ha dado su punto 
de vista sobre cómo debe ser el modelo de televisión pública en España. Y al respecto ha 
recorrido las fases de la televisión pública destacando la aparición de las privadas como el 
punto de partida de la gran crisis y el apagón analógico como el próximo reto. Ha dicho 
que el consenso del sector es fundamental por eso la televisión pública debe comportarse 
como un socio, que sea neutro, objetivo, de calidad, pegado a la actualidad y a la cultura 
propia, un socio que no se apoye en la publicidad como principal medio de financiación.  
 
Como todos los años, estas intervenciones estarán desde hoy en la web de UTECA. 
 
A mí, querida Maria Teresa, solo me resta agradecerte de nuevo tu presencia anual en 
este acto tan importante para nosotros, resaltar tu talante y lealtad a los compromisos, y 
subrayar la habilidad y el ánimo que tienes para encontrar caminos por los que transiten 
las peticiones de UTECA. 
 
Y a ustedes por acompañarnos en este tradicional cocido, del que daremos buena cuenta 
tras oír las palabras de la Vicepresidenta, a la que cedo en estos momentos el micrófono. 
Muchas gracias 
 


